Radicado: 66400 60 00 064 2016 00572 01

Procedencia: Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira

Delito: Estafa

Procesado: JFAG 

Asunto: Apelación auto niega preclusión pedida por la Defensa

Decisión: Confirma auto confutado


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / LEGITIMACIÓN DE LA FISCALÍA PARA SOLICITARLA / CAUSAS EXCEPCIONALES EN QUE LA DEFENSA Y EL MINISTERIO PÚBLICO PUEDEN PEDIRLA / CARGA PROBATORIA DE QUIEN LA SOLICITA.
… por regla general la Fiscalía General de la Nación… es el único sujeto procesal legitimado para impetrar la preclusión de la investigación en cada uno de los eventos consagrados en el artículo 332 C.P.P. Pero dicha regla tiene una excepción, la cual consiste en que la Defensa y el Ministerio Publico también están habilitados para solicitar la preclusión de la investigación, pero únicamente en la etapa del juicio y cuando tengan ocurrencia las siguientes hipótesis de orden objetivo: a) La inexistencia del hecho investigado; b) la imposibilidad de iniciar o continuar con el ejercicio de la acción penal. 

La causal de inexistencia del hecho investigado, consagrado en el numeral 3º del artículo 332 C.P.P. tiene ocurrencia cuando el hecho tildado de delito no existió en el mundo fenomenológico, o sea que no ha pasado ni acontecido nada…
Mientras que la causal de imposibilidad del ejercicio de la acción penal, está relacionada con la ocurrencia de ciertos eventos de naturaleza objetiva que conspiran en contra del ejercicio de la acción penal, por haberse presentado la extinción de la misma. (…)
Finalmente, se torna necesario tener en cuenta que salvo las causales objetivas de preclusión, quien depreca una petición en tales sentidos le asiste la carga probatoria de demostrar con absoluta certeza y sin lugar a duda alguna la ocurrencia de la misma…

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, considera la Colegiatura que no le asiste la razón a los reproches formulados por el apelante en contra de la decisión del Juzgado de primer nivel, el cual estuvo atinado al resolver no acceder a la petición de preclusión deprecada por el apelante, porque en efecto en el proceso nunca han tenido ocurrencia las causales de preclusión impetradas por la Defensa, quien, como lo adujo el Juzgado de primer nivel, lo que hizo fue anticipar con su petición un debate probatorio que se debe suscitar en la fase pertinente del juicio oral.
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Aprobado por Acta No. 487 del 23 de mayo de 2019. H: 10:00 a.m. 
Pereira, veinticuatro (24) de mayo de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 8:06 a.m. 
	Radicación:
	66400-6000-064-2016-00572-01

	Acusados:
	JFAG

	Delitos:
	Estafa

	Asunto: 
	Apelación auto que no accede a la Preclusión.

	Procede:
	Juzgado 3º Penal del Circuito de Conocimiento

	Decisión:
	Confirma auto recurrido.


VISTOS:

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el Defensor del acusado JFAG, frente a la decisión proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito local el 24 de abril de 2019, mediante la cual negó la solicitud de preclusión deprecada por la Defensa.

ANTECEDENTES:
Los hechos que dieron origen a este proceso, tienen su génesis el 8 de agosto de 2008 cuando la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA y el constructor-vendedor JFAG celebraron un contrato de Promesa de Venta del apartamento # 306 bloque 2 y el parqueadero 10 del edificio San Simón de Pereira, por un valor de $116.647.000 complementado con un OTRO SI del 6 de octubre de 2010 por valor de $46.540.000, pactando que el pago se llevaría a cabo con cuotas mensuales de $3.000.000 más sumas adicionales y ocasionales.

Manifestó la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA que estando en posesión del inmueble recibió comunicados de varios Juzgados Civiles en los que se indicaba que se llevaría a cabo una diligencia de secuestro en los inmuebles, así que consultó el estado de los mismos, encontrando que tenían orden de embargo, por lo que decidió reclamar al vendedor el señor JFAG, quien le indicó que al momento en que ella pagará la totalidad del valor de los inmuebles, se cancelarían las deudas y se iniciaría el trámite de escrituración a su nombre, por lo que la señora RESTREPO HERRERA optó por continuar con el pago; sin embargo, cuando le faltaba poco para acabar de pagar la deuda exigió las escrituras y se enteró de que se había modificado lo pactado, que la obligación era por un valor superior y que los bienes figuraban a nombre de otra persona.

Conforme a lo expuesto, afirma la Fiscalía que hubo un despliegue de artificios o engaños por parte del señor JFAG, quien a través de un contrato prometió en venta el derecho de dominio y su efectiva posesión a la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA, se comprometió a transferir la propiedad del bien, a sabiendas de que carecía de ese derecho, lo cual ocultó a la denunciante incurriendo con su actuar en el delito de estafa debido a que indujo en error a la señora ALFAIMA por medio de una promesa de compraventa que carecía de las condiciones necesarias para surgir válidamente a la vida jurídica, y en virtud de ese contrato, la ofendida efectuó los pagos correspondientes, menoscabando así su patrimonio, generando a su vez un provecho en favor del señor JFAG.
ACTUACIÓN PROCESAL:
Como el asunto se surtió bajo los parámetros de la Ley 1826 de 2017 -Procedimiento Penal Especial Abreviado-, Una vez se corrió traslado del escrito de acusación, el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, a quien le correspondió el conocimiento de la actuación, programó como fecha para llevar a cabo la Audiencia Concentrada el 26 de octubre de 2018.

No obstante, por causas imputables a la defensa la diligencia se debió aplazar en varias oportunidades, instalándose finalmente el 24 de abril de los corrientes; sin embargo, no se cumplió con el objeto de la misma, por cuanto ese día, una vez verificada la presencia de los sujetos procesales y después de que el acusado manifestara que no aceptaba los cargos, el señor Defensor solicitó el uso de la palabra para pedir que se decretara en esa audiencia la preclusión de la acción penal en favor de su prohijado el señor JFAG, invocando para tal cosa las causales 1ª y 3ª del artículo 332 del Código de Procedimiento Penal, debido a que contrario a lo estipulado en el escrito de acusación, el señor JFAG en ningún momento desplegó artificios o engaños mediante la utilización de un contrato que indujeran a la víctima en un error, puesto que los problemas ocasionados en la compra del apartamento # 306 ubicado en la torre 2 del edificio San Simón de la ciudad de Pereira, el cual tenía un área de 76,14 metros cuadrados, fueron inherentes a la Curaduría Urbana 2ª de Pereira y totalmente ajenos a la gestión del señor JFAG en su calidad de constructor, por lo que en aras de respetar el convenio y no defraudar a los compradores, entre ellos la señora ALFAIMA, el ingeniero JFAG, ofreció apartamentos ya construidos ubicados en la torre 1 de la misma urbanización, razón que los llevó a firmar un “OTRO SI” en el contrato de promesa de compraventa, documento en el que se prometió en venta a la ahora denunciante, el apartamento 304 con un área total de 84,47 metros cuadrados, aumento en el área del inmueble que implicaba que fuera mayor el valor comercial del mismo, el cual no fue reajustado ni indexado a la valorización actual  al momento de suscribir el citado “OTRO SI” en octubre de 2010, es decir que el constructor denunciado generosamente conservó el valor del metro cuadrado inicial promedio sobre planos en la venta de agosto de 2008.
Resaltó el defensor que desde el momento en que se suscribió la promesa de compraventa la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA incumplió con sus deberes contractuales relativos a los pagos parciales de la cuota inicial y del saldo total de la obligación contraída con el ingeniero, puesto que no contaba con los recursos suficientes para costear el precio del apartamento y su parqueadero los cuales se habían especificado en el “OTRO SI”, tampoco contaba con una vida crediticia activa que le permitiera tener acceso a un crédito de naturaleza bancaria, es decir que carecía de capacidad de endeudamiento, por lo que el señor JFAG, en aras de dar solución al problema en mención buscó y ubicó entre su grupo de amigos a una persona que tuviera solvencia económica y buen historial crediticio bancario para obtener un crédito con Bancolombia y con ello cubrir el costo del apartamentos, por lo que solicitó la ayuda del señor JAIRO VALENCIA RENDÓN quien para la época tenía una amistad cercana con el ingeniero constructor, y muy amablemente prestó su nombre para tales efectos, así las cosas con las cuotas que entregaría la señora ALFAIMA directamente al mensajero de la constructora y por cuenta del contrato de promesa de compraventa, este procedería a realizar pagos directos a Bancolombia para así amortizar la deuda que mediante crédito Bancario aparecía a nombre del señor JAIRO VALENCIA RENDÓN pero que favorecería de manera directa los intereses de la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA quien era en realidad la persona que habitaba en inmueble y a nombre de quien se harían las escrituras una vez saldada la deuda.

Es por lo anterior que se llegó al consenso según el cual como garantía del préstamo bancario por una alta suma de dinero, apareciera como dueño del apartamento # 304 de la torre 1 del conjunto residencial San Simón y el parqueadero el señor JAIRO VALENCIA RENDÓN, tal como se refleja en las anotaciones # 005 y # 006 del 27 de octubre de 2010 del folio de matrícula inmobiliaria # 290174055 y del parqueadero 11 ello como requisito del acreedor hipotecario Bancolombia.

No obstante durante el tiempo de esa relación convencional la señora RESTREPO HERRERA incumplió en reiteradas ocasiones los pagos de las cuotas, lo que llevó a que el ingeniero JFAG asumiera de manera directa el pago de las cuotas no satisfechas por la señora ALFAIMA, a fin de que el crédito asumido por el señor JAIRO VALENCIA con Bancolombia no reflejara inconvenientes y mora en el pago de las cuotas periódicas mensuales sobre los inmuebles que desde ya hacía varios años había recibido materialmente, disfrutado y gozado  con el ánimo de señora y dueña la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA.

Posteriormente expresó el togado que de todo lo anterior se evidencian dos verdades que se deben tener en cuenta a efectos de conceder la preclusión: 

1. Que la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA en virtud de negocios hechos directamente con el ingeniero constructor JFAG accedió materialmente a los inmuebles sujeto de las transacciones comerciales, los cuales ha disfrutado, gozado, habitado y poseído en calidad de señora y dueña desde el 6 de octubre del año 2010 sin haber cancelado a favor del ingeniero JFAG la suma de $80.000.000.

2. Que dichos inmuebles jurídicamente hablando estuvieron registrados a nombre de un tercero, esto es el señor JAIRO VALENCIA RENDÓN, quien reconoció ante la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA que ella era la dueña.

Señaló que el interés del ingeniero JFAG siempre fue el de permitirle a la señora ALFAIMA adquirir su vivienda como había sido prometido en venta, razón por la cual acudió a los servicios del señor JAIRO VALENCIA y fue cuando la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA dejó de pagar las cuotas del préstamo efectuado por Bancolombia que se comenzaron a  generar las ejecuciones jurídicas de la entidad crediticia contra su deudor hipotecario el señor JAIRO VALENCIA y sobre el inmueble que había sido entregado materialmente años atrás a la denunciante la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA.

Por lo que para el año 2016 y con el ánimo de dar solución al problema se llevó a cabo una reunión en la que estuvieron presentes el señor JAIRO VALENCIA, JFAG y la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA y como testigo la hermana de la denunciante, reunión en la que se pactó que el señor JAIRO VALENCIA escrituraría el apartamento a la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA en el momento en que se pagara la totalidad de la deuda hipotecaria a Bancolombia. Así las cosas el 18 de julio de 2016 en la sucursal Plaza de Bolívar de Bancolombia, el ingeniero JFAG pagó de  manera directa y a Bancolombia  la suma de $92.195.926 para cancelar el préstamo que figuraba a nombre del señor JAIRO VALENCIA por lo que no existió nunca un lucro económico directo ni indirecto en favor del ingeniero JFAG, y lo que procedería conforme a lo pactado era que el señor VALENCIA legalizara y escriturara  el inmueble en favor de la señora ALFAIMA RESPREPO HERRERA, sin embargo el señor VALENCIA se negó a cumplir con lo pactado y por el contrario exigió al ingeniero más dinero, todo esto sucedió cuando la consignación ya se había efectuado.

Posteriormente y a espaldas del ahora Procesado, se llevaron a cabo negociaciones entre el señor JAIRO VALENCIA RENDÓN y la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA para la entrega jurídica del bien a favor de la misma, lo que se acreditó con un contrato de compraventa del apartamento y el respectivo parqueadero, como consta en los folios de matrícula inmobiliaria # 013 del 18 de julio de 2018 y la escritura pública # 3654 del 14 de julio de 2018, donde el señor VALENCIA RENDÓN le transfirió mediante venta a la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA, los inmuebles en mención.

Indicó la defensa que esta legalización jurídica tiene un comportamiento relevante puesto que de conformidad con todo lo ocurrido se evidencia la imposibilidad de continuar con una investigación de tipo penal dado que no existe tal hecho en el cual se pueda enrostrar una estafa en cabeza del señor JFAG por lo que la imputación y acusación fácticas carecerían de objeto ya que finalmente se logró que la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA  tuviera el dominio real del inmueble del cual durante tantos años ha ejercido la posesión de manera pacífica en calidad de señora y dueña.

Concluyó su intervención con la presentación de los certificados de tradición del apartamento y el parqueadero que fueron transferidos por parte del señor JAIRO VALENCIA a la denunciante, los cuales constituyen la única prueba de todo lo ocurrido.
Finalmente señaló que no hay forma de continuar con la acción penal en virtud del debido proceso, la presunción de inocencia y el principio pro homine, solicitando la preclusión de la acción penal en favor de su representado, toda vez que la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA ya es poseedora y titular material y jurídica del inmueble que le prometió vender el ingeniero JFAG a pesar de que el señor JAIRO VALENCIA RENDÓN incumplió con lo pactado y termino negociando con la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA dejando a su representado por fuera, por ende, reiteró su solicitud de preclusión puesto que esos certificados de tradición evidencian la veracidad de todo lo ocurrido.

El Despacho no accedió a la petición solicitada por la Defensa, quien posteriormente interpuso el recurso de apelación, el cual fue debidamente sustentado.

EL AUTO OPUGNADO:

Como se dijo anteriormente se trata de la decisión tomada por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Conocimiento de esta localidad en desarrollo de la audiencia concentrada llevada a cabo en calendas del 24 de abril de 2019, mediante la cual decidió no acceder a la petición de preclusión de la acción penal solicitada por la Defensa.
Al respecto indicó el A quo que la causal de preclusión a alegar en la fase del juicio y más aún por parte de la defensa debe ser de índole objetiva, sin embargo, en el presente asunto del extenso discurso de la defensa en el que solicitó la preclusión, lo que se logró entrever era que el defensor estaba tratando de anticipar el debate del juicio oral, aduciendo hechos y circunstancias de apreciaciones sobre la situación fáctica y el desarrollo de algunos hechos sobre los cuales podría tener conocimiento, pero no se logró demostrar la configuración de una causal objetiva, ya que para que se pueda decretar una preclusión se debe tener la certeza de que efectivamente esa causal existe, que hay una plena demostración de la misma, lo que no ocurre en este caso, en donde lo que trató de hacer el Defensor fue adelantar el debate probatorio argumentativo del juicio y este no es el escenario.

En ese orden de cosas, consideró el A quo que el solicitante no presentó una argumentación clara en torno a la configuración de una causal objetiva de preclusión, y más bien, insistió que lo propuesto es un debate y un análisis probatorio anticipado, sin que fuera ese el momento para ello, menos aún para recibir EMP como los que pretende aducir el Defensor del Procesado. Por esas razones consideró entonces que no se adujó, no se señaló y no se probó por parte de la Defensa la existencia de una causal objetiva que permitiera decretar la preclusión de la acción penal en contra del señor JFAG.

LA ALZADA:

Enterado de la decisión, el Defensor del Procesado JFAG, decidió interponer el recurso de apelación en contra de la misma.
Indicó que con su argumentación efectivamente logró probar la existencia de una causal objetiva, puesto que dejó claro lo siguiente: i) hubo negociaciones entre ALFAIMA RESTREPO y JFAG; ii) Por virtud de las circunstancias debió intervenir de manera forzosa un tercero, esto es el señor JAIRO VALENCIA; y iii) Para cumplir con lo que inicialmente JFAG y ALFAIMA habían pactado, ese tercero coadyudó con su nombre para de esa manera obtener un crédito bancario y así efectivamente otorgar la propiedad que desde hace mucho tiempo atrás ha disfrutado, gozado y poseído la señora ALFAIMA, la cual le  fue finalmente titularizada.  

Agregó que por la complejidad del asunto, excepcionalmente en este tipo de audiencias se pueden aportar pruebas y no puede decirse que el debate no es probatorio ya que cuando el Ente persecutor le enrostró a su prohijado el presunto delito de estafa, sobrevinieron unas causales que de acuerdo al artículo 332 del C.P.P. el juez debió tener en cuenta por haber sido  posteriores a la presentación  del escrito de acusación, contrario a lo afirmado por el A quo en el sentido de que lo que se está tratando de hacer es adelantar el debate del juicio oral.

Así las cosas, señaló que la causal objetiva si se encuentra probada por lo que solicitó al Juez que le conceda el recurso de apelación y junto con el mismo le reciba e incluya los certificados de tradición como prueba única sobreviniente, dado que contiene unas argumentaciones específicas respecto del historial de los folios de matrícula inmobiliaria en los que se prueba que efectivamente el delito nunca existió, indicando que constituye un desgaste para la justicia continuar conociendo de un proceso que no debe proseguirse; reiterando de esa manera que su solicitud se fundamenta en hechos que ocurrieron con posterioridad a la radicación del escrito de acusación, citando jurisprudencia de la Corte en el sentido de que para probar una causal objetiva, como por ejemplo la muerte, se debe presentar el certificado de defunción, es decir que excepcionalmente en esas circunstancias esa prueba documental debe ser allegada y tenida en cuenta en la valoración que haga el juez, por lo que en este caso lo que se está presentando es un certificado de tradición que reafirma lo expuesto en la solicitud de preclusión, no desde la subjetividad sino desde el rastro histórico de lo que esos certificados demuestran.

INTERVENCIÓN DE LOS NO RECURRENTES:

- La Fiscalía solicitó que no se acceda a la solicitud de preclusión deprecada, toda vez que los argumentos expuestos por el señor defensor son susceptibles de ser demostrados en el juicio es decir, no se trata de una verdad revelada como la señalada en el registro civil de defunción, dado que esa es una circunstancia muy diferente y muy objetiva puesto que un registro civil de defunción no admite un debate probatorio, expresó que no  entiende porque en este caso se deba asumir como cierto que ese tercero al que se recurrió se prestó para la transacción que hizo la denunciante, de igual forma resulta necesario conocer las razones por las cuales la señora ALFAIMA RESTREPO aparece como titular del bien registrado en la Oficina de Instrumentos Públicos, indicando que son todos esos detalles los que reconstruidos hacen que se llegue a esclarecer que fue lo que verdaderamente sucedió, por lo que es necesario en este caso adelantar un juicio oral. 
- El Representante de la víctima, manifestó que el estudio de un documento que se quiere hacer allegar como base para determinar si se accede o no a la petición de la defensa, implicaría omitir las etapas probatorias que ya están determinadas en la ley y que son aplicables a este caso en concreto.

Adujo que el juez no puede realizar el estudio del certificado de tradición dado que no es el momento procesal, además lo que pretenden tanto la Víctima como el Ente Acusador en el curso de este proceso es demostrar que la señora ALFAIMA fue estafada, y la defensa por su parte puede hacer valer las pruebas que tenga en su poder y desvirtuar la posible acusación que se realice. Por todo lo anterior solicitó que se niegue la petición incoada por el defensor y en su lugar se lleve a cabo el juicio oral que corresponde dentro de la etapa procesal respectiva.
- El Ministerio Público, hizo alusión a lo manifestado por el A quo al denegar la solicitud presentada por la defensa, por no haberse configurado la causal objetiva de preclusión que el señor Defensor alegó y sobre ese entendido solicitó que se confirme la decisión del A quo, en razón a que en este proceso se encuentran frente a un delito de estafa el cual no solo tiene un verbo rector sino también unos elementos descriptivos que requieren de una valoración con fundamento en los medios de prueba y en este caso no se está hablando de una muerte que es algo objetivo, ya que no hay lugar a efectuar una valoración cuando se presenta un Registro Civil de Defunción, contrario a lo examinado en este asunto en el que por la tipicidad del delito corresponde hacer una serie de valoraciones, las cuales el señor defensor realizó en esta audiencia, siendo estas valoraciones de carácter subjetivo por lo que exigen un análisis de las pruebas con el fin de desentrañar las causales alegadas. Además le está prohibido en esta etapa hacer ese tipo de estimaciones probatorias porque eso es el objeto de la audiencia de juicio oral. 

El hecho de que al parecer con posterioridad al escrito de acusación aparezcan los bienes a nombre de la víctima no implica que de manera objetiva se pueda alegar la inexistencia del hecho investigado y como se está en presencia de un delito de estafa, esto implica que se deben realizar una serie de valoraciones con fundamento en unas pruebas que se practicaran en juicio. En ese orden de ideas solicitó que se confirme la decisión de primera instancia 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- COMPETENCIA:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.

De igual manera no se encuentra irregularidad procesal que haga cortapisa al análisis de fondo y en su lugar se deba declarar oficiosamente la nulidad de la actuación.  

- PROBLEMA JURÍDICO:

De lo acontecido, colige la Sala que se nos ha propuesto el siguiente problema jurídico: 

¿El asunto que concita la atención de la Sala se enmarca en determinar si en el caso bajo examen concurren los presupuestos legales para que pueda ser declarada la preclusión de la investigación seguida en contra del señor JFAG, acorde con las causales deprecadas por el defensor?
- SOLUCIÓN:

Acorde con el diseño dado por el Constituyente al proceso penal, según lo consignado en el # 5º del artículo 250 de la Carta y desarrollado en los artículos 331 del C. P. P. por regla general la Fiscalía General de la Nación, por intermedio del Fiscal Delegado, es el único sujeto procesal legitimado para impetrar la preclusión de la investigación en cada uno de los eventos consagrados en el artículo 332 C.P.P. Pero dicha regla tiene una excepción, la cual consiste en que la Defensa y el Ministerio Publico también están habilitados para solicitar la preclusión de la investigación, pero únicamente en la etapa del juicio y cuando tengan ocurrencia las siguientes hipótesis de orden objetivo: a) La inexistencia del hecho investigado; b) la imposibilidad de iniciar o continuar con el ejercicio de la acción penal. 

La causal de inexistencia del hecho investigado, consagrado en el numeral 3º del artículo 332 C.P.P. tiene ocurrencia cuando el hecho tildado de delito no existió en el mundo fenomenológico, o sea que no ha pasado ni acontecido nada, como sucedería en el evento de sindicar a una persona por la comisión de un delito de homicidio, y luego se logre demostrar que el óbito apareció con vida, o el acusar a un extranjero por la comisión del delito de violación de fronteras para la explotación de recursos naturales, tipificado en el artículo 329 C.P. y luego se demuestre que dicho extranjero no ha ingresado licita o ilícitamente en el territorio nacional, o que no tuvo ocurrencia tal explotación de los recursos naturales.
Mientras que la causal de imposibilidad del ejercicio de la acción penal, está relacionada con la ocurrencia de ciertos eventos de naturaleza objetiva que conspiran en contra del ejercicio de la acción penal, por haberse presentado la extinción de la misma. 

Finalmente, se torna necesario tener en cuenta que salvo las causales objetivas de preclusión, quien depreca una petición en tales sentidos le asiste la carga probatoria de demostrar con absoluta certeza y sin lugar a duda alguna la ocurrencia de la misma, como así lo ha manifestado la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia de la siguiente forma:

“De manera tal que tratándose de la aplicación del instituto de la preclusión de la investigación es requisito ineludible acompañar los elementos materiales de prueba o evidencia física necesarios para demostrar la configuración de la causal alegada, la cual no se satisface con la simple versión de los hechos suministrada por el indiciado, sino acompañando los medios de prueba que corroboran su configuración fáctico-jurídica con categoría de certeza…..”

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, considera la Colegiatura que no le asiste la razón a los reproches formulados por el apelante en contra de la decisión del Juzgado de primer nivel, el cual estuvo atinado al resolver no acceder a la petición de preclusión deprecada por el apelante, porque en efecto en el proceso nunca han tenido ocurrencia las causales de preclusión impetradas por la Defensa, quien, como lo adujo el Juzgado de primer nivel, lo que hizo fue anticipar con su petición un debate probatorio que se debe suscitar en la fase pertinente del juicio oral. 
Para demostrar la anterior afirmación, vemos que la Defensa, en su argumentación hizo una extraña mixtura de las causales de preclusión contempladas en los numerales 1º y 3º del artículo 332 del C.P.P. esto es imposibilidad de iniciar o continuar la acción penal, y la inexistencia del hecho investigado. Sin embargo, en este punto, es necesario indicar que escuchadas las intervenciones del Defensor del señor JFAG, evidenció la Sala que la Defensa todo el tiempo sustentó su hipótesis acorde con la causal de la inexistencia del hecho investigado, esto es la causal tercera, con base en el argumento consistente en que el Procesado no incurrió en la comisión del delito de estafa, debido a que con posterioridad tituló la propiedad del apartamento supuestamente a nombre de la quejosa, como bien aparece consignado en un certificado de matrícula inmobiliaria del inmueble que le prometió vender el ingeniero JFAG, por lo que no se puede atribuir una estafa en cabeza del acusado.

Frente a lo anterior la Sala dirá que lo aludido por el recurrente es una falacia que en momento alguno desconoce la ocurrencia de los hechos jurídicamente relevantes que con probabilidad de verdad la Fiscalía adujo en el escrito de acusación, respecto a que el Procesado presuntamente le causó un detrimento patrimonial a la ofendida como consecuencia de haberla inducido en error mediante el supuesto empleo de argucias o engaños.

Por lo tanto, por el simple y mero hecho de que el Procesado, luego de haberse surtido el traslado del libelo acusatorio, al parecer haya cumplido el contrato de compraventa, al procurar la titulación a nombre de la quejosa de la propiedad del apartamento prometido en venta, ello en nada desnaturaliza ni torna en inexistentes los hechos jurídicamente relevantes consignados en la acusación, los cuales tienen en su favor la probabilidad de verdad de haber ocurrido, y por ende se puede decir que la titulación del inmueble es una lógica consecuencia de la ocurrencia de tales hechos, siendo factible que tal titulación sea una estrategia a la cual posiblemente acudió el Procesado para zanjar sus diferencias contractuales con la denunciante, las que no sobra decir, pueden ser fuente de la comisión de un delito de aquellos amparados por el interés jurídico del patrimonio económico.  

En suma, por el hecho que en la actualidad la denunciante tenga la titularidad de los inmuebles objeto de la venta, no desdibuja la posible ocurrencia del delito de estafa ni de las presuntas actuaciones llevadas a cabo en el curso de esos años por el denunciado para mantener en error a la quejosa, las cuales motivaron a la señora ALFAIMA RESTREPO HERRERA a interponer una denuncia.

Ahora, en lo que atañe con la otra causal de preclusión deprecada por la Defensa, la Sala dirá que la Defensa en momento alguno cumplió con las cargas procesales que le incumbían de demostrar su ocurrencia, y más por el contrario lo que a la distancia infiere la Sala es que al parecer pretendió asimilar el hecho de que en la actualidad la ofendida figure como propietaria del bien supuestamente defraudado como si hubiera tenido lugar la hipótesis de la indemnización integral consagrada en el artículo 42 de la ley 600 de 2.000 como la causal de extinción de la acción penal consagrada en el # 7º del articulo 82 C.P. 
Pero, como ya se dijo en momento alguno la Defensa demostró la ocurrencia de la causal de marras, porque si bien al parecer en la actualidad la quejosa figura como propietaria del inmueble supuestamente defraudado, de igual manera la Judicatura desconoce las razones de hecho y de derecho por las cuales se ha presentado tal situación, pues no sabemos si ello fue producto de un acto unilateral del procesado o una consecuencia de un contrato de transacción.
De acuerdo a lo anterior se tiene que en el presente asunto no había lugar a conceder la solicitud de preclusión deprecada por la defensa toda vez que no logró demostrar más la configuración de la causal solicitada, puesto que al pretender el Togado que el Juez efectúe un análisis sobre los certificados de tradición, para así poder verificar la existencia de las causales invocadas, se estaría efectuando un debate probatorio, el que es el objeto del juicio oral en el cual una vez practicadas las pruebas el Juez podrá realizar las valoraciones pertinentes. 

Aunado a lo anterior y como acertadamente lo establecieron los sujetos no recurrentes, en el presente asunto se hace necesario adelantar la etapa de juicio oral con el fin de que se esclarezcan todos los acontecimientos narrados por la defensa en la solicitud de preclusión y así poder comprender por qué ese tercero, o sea el señor JAIRO VALENCIA, prestó supuestamente su nombre para efectuar la transacción denunciada, si efectivamente fue él quien incumplió lo pactado tanto con el Procesado como con la denunciante, cuáles son las razones por las que la Sra. ALFAIMA RESTREPO HERRERA ahora aparece registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos como titular del bien inmueble, hechos que solo podrán ser aclarados con el debate probatorio que se haga en el juicio oral. 

Con base en todo en los párrafos precedentes, la Corporación encuentra que le asiste razón al Juzgado A quo al no acceder al pedimento de la Defensa tendiente a obtener la preclusión de la actuación, por cuanto, en el caso bajo examen no concurren los presupuestos legales para que pueda ser declarada la preclusión de la investigación seguida en contra del señor JFAG debido a que de una parte la causal de imposibilidad de continuar con la acción penal no se encuentra configurada, y de otra parte no aflora la inexistencia del hecho investigado, ya que ello no se logró probar de manera objetiva por parte de la defensa, razón para ratificar el pronunciamiento objeto de impugnación.

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE:

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado 3º  Penal del Circuito de esta localidad, con funciones de conocimiento, en audiencia del 24 de abril de 2019, en la que negó la petición de preclusión deprecada por la Defesan del Procesado JFAG. 

SEGUNDO: ORDENAR la devolución del expediente al Juzgado de origen para que se continúe con el trámite correspondiente. 

TERCERO: DECLARAR que en contra esta decisión no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� 1º) Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia 2ª Instancia del 15 de julio de 2009. Proceso # 31780. M.P. JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA
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